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La Constitución y otras leyes y políticas protegen la libertad religiosa y, en la práctica, el 
gobierno por lo general respetó estas protecciones. 
 
El gobierno generalmente aplicó la libertad religiosa en la ley y en la práctica. No hubo 
cambios en la situación del respeto a la libertad religiosa por parte del gobierno durante 
el período de este informe. 
 
No hubo informes de abusos o discriminación social basados en la afiliación religiosa, 
creencias o prácticas, y prominentes líderes de la sociedad tomaron medidas positivas 
para promover la libertad religiosa. 
 
El Gobierno de EE.UU. analiza la libertad religiosa con el gobierno como parte de su 
política global de promoción de los derechos humanos. 
 
Sección I. Demografía Religiosa 
El país tiene una superficie de 19.730 millas cuadradas y una población de 4,5 
millones, según el Instituto Nacional de Estadística y Censos.  La encuesta nacional 
más reciente de la religión, realizada en el año 2009 por la Universidad de Costa Rica, 
encontró que el 42,8 por ciento de la población se identifica como católicos romanos 
practicantes, católicos no practicantes el 26,9 por ciento, 17 por ciento los protestantes 
evangélicos, el 9,1 por ciento dice no tener afiliación religiosa, y un 4,1 por ciento 
declaran "otra religión". 
 
Los Bautistas, Episcopales, Luteranos, Metodistas, y otros grupos protestantes tienen 
un número significativo de seguidores. La Iglesia de Jesucristo de los Últimos Días 
(mormones), dice contar con 35.000 feligreses y tienen un templo ubicado en San José. 
La Iglesia Luterana estima que tiene 5.500 miembros en 30 comunidades (1.320 
miembros activos), y el Centro Israelita Sionista de Costa Rica estima que hay 2.500 
judíos ortodoxos y 300 judíos reformistas.  Se estima que 1.000 cuáqueros se 
encuentran en la reserva de bosque nuboso de Monteverde, Puntarenas, y otros 1.000 
más, quienes no son miembros, asisten a las reuniones a lo largo del país.  A pesar de 
que representan menos del 1 por ciento de la población, los Testigos de Jehová tienen 
una fuerte presencia en la costa del Caribe. Adventistas del Séptimo Día administran 
una universidad que atrae a estudiantes de toda la cuenca del Caribe. La Iglesia de la 
Unificación tiene su sede continental para América Latina en San José. Otros grupos, 
como los seguidores del Islam, el taoísmo, el movimiento para la conciencia de 
Krishna, la Cienciología, Tenrikyo, y la fe Bahai, afirman tener afiliados en todo el país, 
con la mayoría de los fieles que residen en el Valle Central (el área que incluye San 
José). Aunque no existe una correlación general entre la religión y la etnicidad, los 
pueblos indígenas son más propensos a practicar el animismo que las otras religiones. 
 



Sección II. Situación del respeto a la Libertad Religiosa por parte del gobierno 
 
Marco Legal / Político  
 
Por favor, consulte el Apéndice C del Informe por Países sobre las Prácticas de 
Derechos Humanos para conocer el estado de la aceptación del gobierno de las 
normas internacionales en la dirección electrónica: 
http://www.state.gov/g/drl/rls/hrrpt/2010/appendices/index.htm legal 

La Constitución y otras leyes y políticas protegen la libertad religiosa y, en la práctica, el 
gobierno aplicó estas protecciones.  El artículo 75 de la Constitución establece el 
derecho a practicar la religión de su elección.  En el caso de una violación de la libertad 
religiosa, una víctima puede presentar una demanda ante la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. Una víctima también puede interponer una acción ante la 
Sala Constitucional para solicitar que se declare inconstitucional una ley o reglamento.  
Aún más, una víctima puede plantear un proceso ordinario en la jurisdicción 
administrativa contra las actuaciones gubernamentales que sean discriminatorias.  Las 
leyes se aplican y cumplen de manera rigurosa y no discriminatoria. La protección legal 
cubre la discriminación por parte de actores privados. 

La Constitución establece el catolicismo como la religión del Estado y requiere que el 
Estado contribuya a su mantenimiento. La Constitución también prohíbe que el estado 
impida el libre ejercicio de otros cultos que no se opongan a la moral universal ni a las 
buenas costumbres.  El Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto es el encargado de 
administrar la relación del gobierno con la Iglesia Católica y otros grupos religiosos.  El 
Ministerio incluyó en su presupuesto anual financiamiento para mantenimiento y 
reparaciones de templos católicos durante el período que cubre este informe.  La 
Iglesia Católica se encuentra exenta del pago del impuesto sobre la renta y del 
impuesto territorial. 

La ley permite al gobierno donar tierras a la Iglesia Católica. Esta práctica fue 
establecida en parte para restituir las tierras confiscadas por el Gobierno a la Iglesia 
durante el siglo diecinueve.  El traspaso de tierras se realiza de dos formas: mediante 
donaciones en las que el Estado mantiene el título de propiedad de los terrenos, y por 
donaciones de títulos de propiedad a la Iglesia, un método utilizado comúnmente para 
brindar terrenos para la construcción de templos locales.  Estos métodos no satisfacen 
todas las necesidades de la Iglesia Católica, la cual se ve en la necesidad de comprar 
terrenos por su cuenta.  El traspaso de terrenos del Gobierno a la Iglesia no está 
contemplado en ninguna legislación general, por el contrario los traspasos se manejan 
por trámite legislativo específico una o dos veces al año.  La última acción legislativa, 
en noviembre del 2007, autorizó a una municipalidad a donar un terreno de dominio 
público a las Temporalidades de la Iglesia Católica para la construcción de un nuevo 



templo.  Algunos líderes evangélicos sostuvieron que no era justo que el gobierno 
ofreciera tierras y exenciones de impuestos sólo a la Iglesia Católica. 

Además de los notarios públicos, sólo los sacerdotes de la Iglesia Católica pueden 
celebrar matrimonios que son reconocidos por el Estado en forma automática. Otros 
grupos religiosos pueden llevar a cabo ceremonias de enlace matrimonial, pero luego 
éstas se deben legalizar mediante un matrimonio civil.  Las parejas también pueden 
elegir celebrar solo una ceremonia civil.	   

Para hacer frente a la separación de Iglesia y Estado, la Constitución establece que el 
presidente, vicepresidente, miembros del gabinete y jueces de la Corte Suprema no 
pueden pertenecer al clero católico, sin embargo, el clero puede servir en otros cargos 
políticos. El Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) confirmó la posición de que la 
prohibición de servir en las oficinas públicas de alto nivel no se aplica a los no católicos 
del clero. 

El gobierno no obliga a los grupos religiosos a inscribirse, ni inhibe el establecimiento 
de grupos religiosos a través de impuestos o licencias especiales.  De acuerdo con la 
Ley de Asociaciones, un grupo con un mínimo de 10 personas puede inscribirse como 
una asociación con personería jurídica en el Registro Público del Ministerio de Justicia. 
Los grupos religiosos, al igual que cualquier otra asociación, deben inscribirse en el 
Registro Público para participar en cualquier tipo de actividad de recaudación de 
fondos. Deben estar acreditados ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
para ser elegibles a una residencia temporal de sus misioneros extranjeros y 
empleados y para pedir el reconocimiento legal de sus feriados religiosos. 

Algunos líderes no católicos consideran que la Ley de Asociaciones no es la adecuada 
para inscribir a los grupos religiosos, ya que solo se les permite inscribirse en la misma 
forma que las empresas, grupos deportivos, u otros tipos de asociaciones. Ellos 
preferirían un registro específico para los grupos religiosos, lo que facilita la formación 
de la iglesia y su funcionamiento, permisos para organización de eventos, y el acceso 
de los pastores a hospitales y cárceles. Representantes de varios grupos religiosos 
informaron que el personal de seguridad de los hospitales y cárceles de vez en cuando 
les niegan el acceso a la atención pastoral de sus miembros a los hospitales públicos y 
centros penitenciarios. 

Bajo las regulaciones adoptadas a partir de la ley de migración del 2006, los 
trabajadores religiosos deben aplicar para la residencia temporal antes de su llegada al 
país.  La ley del 2006 exige a los trabajadores religiosos extranjeros pertenecer a una 
organización religiosa acreditada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. El 
artículo 75 de la ley de migración del 2006 establece que los funcionarios de migración 



pueden conceder la autorización a los trabajadores religiosos de entrar y permanecer 
en el país por lo menos 90 días pero no más de dos años. 

El decreto ejecutivo del 2007 que establece un marco jurídico para que las 
organizaciones religiosas establezcan iglesias y otros lugares de culto, se mantuvo en 
vigencia. Las organizaciones religiosas deben presentar sus solicitudes a la 
municipalidad local para establecer un lugar de culto y cumplir con las normas de 
seguridad y el ruido de acuerdo a lo establecido por la Ley General de Salud. La 
Federación Alianza Evangélica afirmó que el Ministerio de Salud siguió cerrando las 
iglesias que no estaban en conformidad con el decreto ejecutivo. De acuerdo con la 
Federación, la contaminación del ruido y la falta de permisos municipales (relacionados 
con la ley del uso del suelo) fueron las principales razones para el cierre de las iglesias. 
En julio, un decreto del Poder Ejecutivo concede un año adicional para su 
cumplimiento. 

El Ministerio de Educación Pública ofrece subsidios a las escuelas privadas (tanto 
católicos como no católicos) para reducir la matrícula. Un subsidio puede ser la 
colocación directa de un maestro, la provisión del salario de un maestro, o el apoyo 
monetario. 

La educación religiosa católica (catequesis) es impartida en las escuelas públicas, sin 
embargo, no es obligatoria. De acuerdo con la ley de educación, la Iglesia Católica es 
la única facultada para seleccionar los profesores de religión (catequistas) para el 
sistema de escuelas públicas, incluyendo su empleo y la autoridad para despedirlos. En 
febrero, la Sala Constitucional anuló esta autoridad. Al final del año, la Sala 
Constitucional no ha emitido el texto final de su sentencia o notificado a la Iglesia 
Católica. 

De acuerdo con la ley de educación y la jurisprudencia constitucional, los estudiantes 
pueden eximirse de recibir la educación religiosa con el permiso de sus padres.  El 
director de la escuela, los padres del estudiante y el maestro del estudiante deben estar 
de acuerdo en un curso alternativo de instrucción para el estudiante que sea eximido 
durante el tiempo de la instrucción religiosa. Algunos líderes no católicos se quejaron 
de que las exenciones a veces requieren una carta del pastor de los niños también y 
que, en ocasiones, los estudiantes fueron obligados a permanecer en el salón de 
clases, mientras que la doctrina católica se enseña, en algunos casos debido a la falta 
de recursos para actividades alternativas. 

Las escuelas privadas son libres de ofrecer cualquier instrucción religiosa que elijan. 
Los padres no tienen la opción de educar a sus hijos en el hogar. 

El Gobierno observa los siguientes días festivos religiosos como feriados nacionales: 
Jueves Santo, Viernes Santo, Nuestra Señora de los Ángeles el día (2 de agosto), y 



Navidad.  Sin embargo, el Código de Trabajo establece la flexibilidad necesaria para 
que a los practicantes de religiones distintas se les otorguen días de celebración 
religiosa propios de sus creencias como días libres, sujetos a la aprobación del 
patrono.	  

 

Restricciones sobre la libertad religiosa 

El gobierno generalmente respetó la libertad religiosa en la ley y en la práctica. No 
hubo cambios en la situación del respeto a la libertad religiosa por parte del gobierno 
durante el período. 

En setiembre del 2009 los miembros de la Asociación Costarricense de Humanistas 
Seculares presentó una denuncia ante el TSE contra el obispo católico de Cartago, 
Monseñor José Francisco Ulloa.  En un sermón en septiembre del 2009 instó a los 
feligreses a no votar por los candidatos en las elecciones presidenciales de febrero del 
2010 que "niegan a Dios y defienden los principios que van contra la vida, el 
matrimonio y la familia." En mayo, el TSE encontró al obispo Ulloa culpable de violar el 
artículo 28 de la Constitución, que prohíbe a los miembros del clero hacer 
pronunciamientos políticos por razones religiosas.  El TSE le ordenó abstenerse de 
tales actos y le ordenó pagar daños y perjuicios; la cantidad y el destinatario(s) de los 
pagos serán determinados en una audiencia por separado que no se había producido a 
finales de año. 

No hubo informes de abusos, incluidos los presos o detenidos religiosos en el país. 

 

Sección III. Estado de las acciones sociales que afectan el disfrute de la libertad 
religiosa 

No hubo informes de abusos o discriminación social basados en la afiliación religiosa, 
creencias o prácticas, y prominentes líderes sociales tomaron medidas positivas para 
promover la libertad religiosa. 

La Iglesia Católica se reunió periódicamente con otros grupos religiosos a través de la 
Comisión de Asuntos Ecuménicos de la Conferencia Episcopal de Obispos Católicos y 
la Comisión del Diálogo Interreligioso. Las organizaciones no gubernamentales, 
incluyendo la fraternidad entre judíos y cristianos y el Instituto Judío-Costarricense de 
Cultura, promueven la comprensión religiosa. 

Sección IV: Política del Gobierno de los EE.UU. 



El Gobierno de EE.UU. analiza la libertad religiosa con el gobierno como parte de su 
política global de promoción de los derechos humanos.  Representantes de la 
Embajada tuvieron contacto con el director de la religión del Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Culto, con los representantes de la Iglesia Católica, el Centro Cultural 
Musulmán, y otras comunidades religiosas. 

	  


